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Legislación

Los seguros que no pueden 
ofrecer las aseguradoras

Fallos en derecho. De la concepción de la Libre Competencia por 

parte de la Procuraduría.

Por:

Felipe Isaza Noriega
Abogado Dirección Jurídica

FASECOLDA

La Procuraduría General de la Nación es un órgano gu-

bernamental presente entre nosotros desde la creación 

misma de la República y sus primeras funciones fueron 

otorgadas por la Constitución Política de 1830. El Minis-

terio Público, como se le denomina constitucionalmente, 

tiene como una de sus funciones “Intervenir en los pro-

cesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, 

cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del 

patrimonio público, o de los derechos y garantías fun-

damentales”. Por ello, la entidad debe pronunciarse en 

todos los procesos de inconstitucionalidad que se instauren 

en Colombia.

Resulta evidente que el grado de técnica y especi%cidad de 

ciertos asuntos escapan a la buena voluntad y diligencia que 

pueda ejercer el Ministerio Público como guarda de la Cons-

titución en algunos casos puntuales. Esto se ilustra con el 

pronunciamiento realizado por dicho ente en desarrollo del 

proceso 7946, en el cual se discute la demanda de incons-

titucionalidad contra el artículo 86 de la Ley 1328 de 2009.
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Dicho artículo conocido como “el de los seguros exe-

quiales”, facultó a cualquier tipo de organización social 

o persona existente, salvo a las aseguradoras, para cele-

brar contratos que aseguren las prestaciones funerarias 

en especie.

La Procuradora encargada del momento, en pronuncia-

miento realizado el día 28 de enero de 2010, estableció 

que la norma es exequible, basándose en argumentos 

insu%cientes, que se describen a continuación.

A pesar de que el pronunciamiento no aborda temas 

tales como la naturaleza del seguro exequial y su dife-

rencia con los servicios funerarios enmarcada en la Ley 

795 de 2003, la Procuraduría abordó el tema de libre 

competencia, el derecho de igualdad y el principio de 

con%anza legítima de manera vaga y somera sin consi-

derar los avances legales que desde 1992 se han dado 

en la materia.

Así, mientras que se a%rma que el derecho a la honra, 

dignidad familiar y libertad de cultos es susceptible de 

ser protegido mediante la “clasi%cación de empresas 

que venden seguros y aquellas que realizan prestacio-

nes en especie” se conceptúa posteriormente que dos 

entidades con objeto social diverso no pueden entrar 

en competencia, olvidando que, para hacer análisis de 

competencia, no es exclusivo mirar el objeto social de 

las entidades sino, el “mercado relevante” que se vería 

afectado. Así las cosas, según las normas de compe-

tencia de nuestro país, las ventas de productos que 

sirvan para lo mismo, o cumplan una función similar 

son las que constituyen competencia, sin observancia 

del producto u objeto social.

De esa forma, a%rma la Procuraduría que, ya que el 

objeto social de las aseguradoras es “vender toda póli-

za de seguros que existe en el mercado” y el de las fu-

nerarias es “ofrecer servicios exequiales en especie”, 

el efecto económico para cada una es diferente. Según 

el órgano, de esto deriva que “el principio de igualdad 

deba predicarse entre iguales.”

Caer en esta diferenciación únicamente por analizar 

los objetos sociales de los agentes del mercado, es un 

error económico y jurídico ya que, por ejemplo los se-

guros de salud y los contratos de medicina prepaga-

da compiten, de igual forma que lo pueden hacer un 

almacén y una página web de venta de mercancías 

o una importadora y una embotelladora, vendiendo 

ambas licor, pero teniendo cada una un objeto social 

diferente. 
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Resulta claro que cuando un tercero tiene la facultad de 

elegir entre dos bienes o servicios en un mercado libre 

pero regulado, se in%ere que estos son ambos agentes del 

mercado. Debe diferenciarse el concepto de “igualdad” al 

de “ser idéntico”.

Al tener la Procuraduría tan amplias facultades, además 

del deber de emitir conceptos sobre todos los aspectos 

jurídicos, es altamente probable caer en imprecisiones 

como esta. Lo que resulta alarmante es que mientras las 

entidades aseguradoras deban cumplir con miles de re-

quisitos %nancieros y jurídicos dentro de un escenario de 

libre, leal y regulada competencia, haya entidades no vi-

giladas que ejerzan la misma actividad en grave perjuicio 

de los colombianos.

Debe diferenciarse el concepto de 

“igualdad” al de “ser idéntico”.
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